El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA / SUBSIDIARIEDAD / REGISTRO EN INSTRUMENTOS PÚBLICOS.
Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya agotado los trámites que le otorga la ley para obtener la protección de sus derechos; de obviarse ese trámite, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus características es la subsidiariedad. (…)
Surge de las anteriores pruebas que, en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela.

En efecto, tal como lo concluyó la funcionaria de primera instancia, para la fecha el trámite de registro de la escritura pública que contiene las partidas establecidas en la liquidación de sociedad conyugal del accionante y su esposa, entre ellas la relacionada con el bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-70909, se encuentra pendiente de pronunciamiento por parte de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta ciudad, por lo que el amparo constitucional solicitado es prematuro, ya que se acudió a este medio excepcional de protección, en forma simultánea con el mecanismo ordinario, que aún no se decide.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre treinta (30) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 428 del 30 de octubre de 2018

Expediente No. 66001-31-03-004-2018-00553-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante Carlos Alberto Cardona Arias, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 5 de septiembre último, en la acción de tutela que él instauró contra los Juzgados Tercero Civil Municipal y Primero de Ejecución Civil Municipal y la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta ciudad, a la que se ordenó vincular al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, a Bancolombia, a la Fundación Liceo Inglés de Pereira y a la señora Mariana Buitrago Sanint. 

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 24 de abril de 2008 adquirió la vivienda No. 4 de la Unidad Residencial Canaan P.H. ubicada en la calle 12 No. 30-72 de Pereira, de conformidad con la escritura pública No. 2478 otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira, suscrita con la señora Mariana Buitrago Sanint, que se inscribió en el folio No. 2008-290-6-8637 de la matrícula inmobiliaria No. 290-70906 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, bajo la anotación No. 21.
1.2 El 18 de julio de 2008 se registró en la citada matrícula inmobiliaria la anotación No. 23, relativa a un embargo por proceso ejecutivo de Bancolombia a la enajenante Mariana Buitrago Sanint.
1.3 El 20 de junio de este año se liquidó la sociedad conyugal existente entre él y su cónyuge Gloria Inés Parra Londoño, acto que fue protocolizado en la escritura pública No. 3.222, otorgada en la Notaría Tercera del Círculo de Pereira. A la citada señora le correspondió la partida octava que se refiere al bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-70906.
1.4 El 21 del citado mes se iniciaron las diligencias dirigidas a obtener el levantamiento de aquella medida cautelar. Así, acudió primeramente a Bancolombia, pero allí le informaron que la señora Mariana Buitrago Sanint no tenía obligación pendiente con esa entidad bancaria. Luego se solicitó al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira cancelar la anotación No. 23 del 18 de junio de 2008, registrado en la citada matrícula inmobiliaria.

1.5 El 24 de julio siguiente, ese despacho judicial informó que mediante oficio No. 1.655 del 15 de junio de 2015 se habían levantado las medidas de embargo y secuestro respecto de ese bien inmueble, mas como los remanentes de ese proceso se encuentran embargados por el Juzgado Tercero Civil Municipal “los mismos bienes… continúan embargado para el proceso ejecutivo que allí se adelanta”.     
1.6 En consecuencia, pidió a ese último juzgado cancelar el embargo sobre el mencionado inmueble. Sin embargo, le informaron que el expediente que contiene el proceso ejecutivo se había extraviado. Así mismo, el 14 de agosto pasado se dejó constancia que ese asunto, promovido por la Fundación Liceo Inglés contra Mariana Buitrago Sanint, había sido adelantado en ese despacho y que debido a las medidas de descongestión, fue remitido al Juzgado Primero de Ejecución Civil Municipal que continuó su trámite y posteriormente ordenó su archivo.
1.7 El 16 de agosto último se remitió la escritura pública en la que consta la liquidación de la sociedad conyugal a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira para que, de conformidad con la Ley 223 de 1995, se procediera a registrarla “y analizar los documentos la funcionaria autoriza (sic), se negó a recibirlos, por la anotación 23, que figura registrada en la partida ocho, contentiva en la matrícula inmobiliaria 290-70906”.
1.8 Ya se vencieron los dos meses que ordena la ley para el registro de escrituras públicas y se ha intentado infructuosamente obtener copia del oficio que ordena la cancelación del embargo, ya que todos los procesos se encuentran archivados. Además la Oficina de Registro exige que se cancele la citada anotación 23, pero esto no depende de él sino de esa misma entidad que erróneamente inscribió una medida cautelar frente al bien de su propiedad, sin percatarse que la ejecutada ya no era su dueña. 

2. Considera lesionado el derecho al acceso a la administración de justicia. Para su protección, solicita se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira cancelar la anotación 23 de la matrícula inmobiliaria No. 290-70906 e inscribir la partida octava de la escritura pública que contiene la referida liquidación de la sociedad conyugal.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 21 de mayo pasado, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito admitió la demanda y ordenó la vinculación del Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, Bancolombia, la Fundación Liceo Inglés de Pereira y la señora Mariana Buitrago Sanint.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La representante legal judicial de Bancolombia señaló: a) a la fecha, la señora Mariana Buitrago Sanint no tiene ningún tipo de obligación vigente con esa entidad; b) el proceso radicado bajo el No. 2008-00546 terminó por la inexistencia de saldos adicionales que pudieran ser perseguidos y sus remanentes quedaron a disposición del Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira, en el proceso ejecutivo radicado 2009-00848 que por descongestión fue remitido al Juzgado Primero Civil de Ejecución, en el cual no interviene esa entidad bancaria, y por tanto es ese último despacho judicial el encargado de levantar la anotación 23 a que se hace referencia en los hechos de la demanda y c) la acción de amparo es improcedente ya que el actor cuenta con otros mecanismos de defensa judicial para dirimir la controversia.

2.2 El Registrador de Instrumentos Públicos de Pereira dijo que la matrícula inmobiliaria a que se hace referencia en la demanda es incorrecta, ya que la verdadera esa la No. 290-70909 y en esta figuran inscritos la escritura pública No. 2.478 del 24 de abril de 2008 otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira y el oficio No. 1.010 del 11 de julio de 2008, remitido por el Juzgado Séptimo Civil Municipal de esta ciudad. Mientras que la escritura pública No. 3.222 del 20 de junio de 2018, otorgada en la Notaría Tercera de Pereira, fue radicada el 21 de agosto pasado, se encuentra “en término para ser registrado y hasta el momento aún no se ha expedido un acto de registro que confirme que fue inscrito o devuelto… ya que dicha decisión depende del estudio jurídico que adelante el funcionario calificador”. Para ese efecto se le asignó el turno 2018-290-6-16493. Por ello considera que no es cierto la manifestación del accionante relativa a que personal de esa oficina se negó a recibirle su solicitud de inscripción. Calificó como un hecho nuevo la indebida inscripción del embargo en la anotación No. 23, pues en su sistema de información no se advierte petición alguna para corregir ese supuesto error y por tanto se procederá a radicar el correspondiente reporte de inconsistencia para poderla sanear. Concluyó que esa entidad no ha lesionado los derechos del actor.
2.3 Los demás demandados y vinculados guardaron silencio.

3. Mediante sentencia del pasado 5 de septiembre, la funcionaria de primera instancia negó el amparo invocado.

Para decidir así, consideró que el actor acudió a esta vía de forma prematura, ya que, de conformidad con lo informado por el encargado de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, a la escritura pública No. 3.222 se le asignó el turno No. 2018-290-6-16493 y hasta el momento no se ha proferido acto administrativo que ordene su registro o devolución; esto, además, demuestra que no cierto que esa entidad se haya negado a recibir la solicitud de inscripción. Tampoco existe prueba de que el accionante haya acudido al Juzgado Primero de Ejecución Civil Municipal para solicitar la expedición del oficio de desembargo.
4. Inconforme con el fallo, el demandante lo impugnó. Aduce que sí adelantó las gestiones respectivas ante Bancolombia y los Juzgados Tercero y Séptimo Civiles Municipales pero que tan solo pudo obtener información acerca de que la señora Mariana Buitrago Sanint no tenía obligación pendiente con esa entidad bancaria y que el expediente del proceso ejecutivo adelantado en su contra se había extraviado; en este último trámite esos despachos se tomaron entre tres y cuatro semanas. De igual manera, mediante oficio del 16 de agosto de este año se solicitó a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos registrar los inmuebles objeto de la liquidación de sociedad conyugal; sin embargo, la funcionaria encargada de recibírselos al empleado de la Notaría Tercera del Círculo de Pereira, se negó a hacerlo en razón a que en la partida octava, correspondiente al bien identificado con matrícula inmobiliaria 290-70909, tenía registrado un embargo ejecutivo. Esta devolución se realizó de manera verbal, es decir sin acto administrativo motivado. Para evitar la mora en el registro de los bienes de la liquidada sociedad conyugal, se solicitó a la citada Notaría su inscripción parcial y esta es la que se encuentra en turno de resolución por parte de la Oficina accionada y no aquella. Es decir que se surtieron todas las gestiones necesarias para obtener el desembargo, pero a ello no se pudo acceder por el actuar de aquella funcionaria.     
5. En esta sede, mediante auto del 23 de octubre último, se puso en conocimiento de la Fundación Liceo Inglés de Pereira y de la señora Mariana Buitrago Sanint, la nulidad configurada por haberse omitido su debida notificación, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Como ello dejó de ser alegado, se produjo la consecuencia señalada.

6. La señora Mariana Buitrago Sanint solicitó su desvinculación del trámite con sustento en que el proceso ejecutivo adelantado por la Fundación Liceo Inglés de Pereira en su contra, se encuentra archivado y el embargo decretado del bien con matrícula inmobiliaria No. 290-70909, el que para ese momento ya no era de su propiedad, fue levantado por el pago total de la obligación. Agregó que no es la llamada para resolver lo relativo al trámite ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela para ordenar a las entidades accionadas adelantar los trámites necesarios para que se suprima la anotación 23 de la matrícula inmobiliaria No. 290-70909, relativa al embargo de ese bien, decretado frente a su anterior propietaria, y a la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos de Pereira inscribir en esa matrícula, la partida octava de la escritura pública que contiene la liquidación de la sociedad conyugal suscrita entre el accionante y su esposa. 

3. Como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya agotado los trámites que le otorga la ley para obtener la protección de sus derechos; de obviarse ese trámite, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus características es la subsidiariedad.
4. Las pruebas aportadas, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:
4.1 El certificado de tradición correspondiente al inmueble con matrícula inmobiliaria Nro. 290-70909 registra las siguientes anotaciones relevantes para el caso: a) No. 21, del 25 de abril de 2008, compraventa suscrita entre los señores Carlos Alberto Cardona Arias y Mariana Buitrago Sanint, en su orden adquirente y enajenante y b) No. 23, del 18 de julio de 2008, embargo ejecutivo de Bancolombia a Mariana Buitrago Sanint
.
4.2 Según oficio del 25 de junio de 2015, suscrito por el secretario del Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, el proceso ejecutivo adelantado por Bancolombia contra la señora Mariana Buitrago Sanint terminó por desistimiento tácito y los bienes frente a los cuales se había decretado la medida de embargo, entre ellos el identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-70909, quedaron a disposición del Juzgado Tercero Civil Municipal de esta ciudad, en atención a la solicitud de remanentes proveniente del proceso ejecutivo promovido por la Fundación Liceo Inglés de Pereira contra la citada señora
.
4.3 De conformidad con la constancia del 14 de agosto pasado, expedida por ese último despacho judicial, allí se tramitó ese proceso ejecutivo, pero por motivo de las medidas de descongestión, fue remitido al Juzgado Primero de Ejecución Civil Municipal, que continuó con la actuación y posteriormente ordenó su archivo
.
4.4 De acuerdo con el sistema de información registral del 27 de agosto de 2018, se radicó petición de registro de la escritura pública No. 3.222 del 20 de junio anterior, presentada por la Notaría Tercera del Círculo de Pereira, relacionada con la liquidación de sociedad conyugal que tiene como matrícula inmobiliaria asociada, entre otras, la No. 290-70909. A esta solicitud se le concedió el turno 2018-290-6-16493 y se encuentra en estado de calificación
. 
5. Surge de las anteriores pruebas que, en este caso concreto no se satisfacen todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela.

En efecto, tal como lo concluyó la funcionaria de primera instancia, para la fecha el trámite de registro de la escritura pública que contiene las partidas establecidas en la liquidación de sociedad conyugal del accionante y su esposa, entre ellas la relacionada con el bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-70909, se encuentra pendiente de pronunciamiento por parte de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta ciudad, por lo que el amparo constitucional solicitado es prematuro, ya que se acudió a este medio excepcional de protección, en forma simultánea con el mecanismo ordinario, que aún no se decide.
Por sabido se tiene que como vía de protección de los derechos constitucionales fundamentales, la acción de amparo solo procede, cuando de resultar vulnerados o amenazados, los medios previstos en el ordenamiento legal son ineficaces para garantizarlos. En consecuencia, no puede ser empleada de manera simultánea con los medios ordinarios previstos en la ley para la defensa de los derechos. 

6. Lo anterior también permite concluir que no le asiste razón al accionante cuando reprocha el proceder del personal de esa Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de haberse negado a recibir la solicitud de registro, pues, como ya se       dijo, esta se encuentra asociada a los bienes reportados en la escritura pública de liquidación de la sociedad conyugal. Y si en gracia de discusión se admitiera tal argumento, de todas formas, según lo manifestado por el encargado de esa Oficina, la entidad que representa procedería a verificar la presunta inconsistencia que obra en la anotación No. 23 de la tantas veces citada matrícula inmobiliaria y a realizar las correcciones de rigor.    

6. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará en el sentido de que el amparo invocado es improcedente, en razón a que de acuerdo con los argumentos aquí plasmados, se encuentra ausente uno de los presupuestos  de procedencia de la acción de tutela, concretamente el de subsidiaridad.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 5 de septiembre último, dentro de la acción de tutela promovida por el señor Carlos Alberto Cardona Arias contra los Juzgados Tercero Civil Municipal y Primero de Ejecución Civil Municipal y la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta ciudad, a la que se ordenó vincular al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, a Bancolombia, a la Fundación Liceo Inglés de Pereira y a la señora Mariana Buitrago Sanint, MODIFICÁNDOLA para declarar improcedente el amparo solicitado.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con aclaración de voto)

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
(Ausente con causa justificada)
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